




C.A. de Santiago

Santiago, veintinueve de mayo de dos mil veintiséis.

A los escritos de folios 14, 15 y 16: a todo, téngase presente.

Visto y teniendo presente:

Primero: Que, comparece don ___, quien deduce acción constitucional de protección en contra

del Centro Metropolitano de Atención Prehospitalaria, por el acto

que estima ilegal y arbitrario consistente en la dictación de la

Resolución Exenta Nro. 1.186, de 28 de noviembre de 2025,

notificada por carta certificada el 1 de diciembre de 2025, mediante

la cual se dispuso la no prórroga de su contrata para el año 2026

como profesional grado 09° EUS, con desempeño en la Unidad de

Bodega Central dependiente del Departamento de Abastecimiento

de la Subdirección de Recursos Físicos y Financieros del referido

establecimiento.

Refiere que el actor ingresó a prestar servicios el 2 de abril de

2018, en calidad de funcionario a contrata del estamento

profesional, vínculo que fue renovado ininterrumpidamente hasta el

año 2025, superando con ello los cinco años de servicios continuos.

Sostiene que esa circunstancia configura a su favor el principio de

confianza legítima, reconocido por la jurisprudencia de la Excma.

Corte Suprema, el cual impide a la Administración poner término al

vínculo sin una justificación reforzada.

Argumenta que el acto impugnado carece de fundamentación

suficiente, al apoyarse en un informe emitido por la actual

encargada del Departamento de Abastecimiento, que, a su juicio,

constituye una evaluación especial o ad hoc, incompatible con el

régimen estatutario que regula la evaluación del desempeño de los
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funcionarios públicos. Afirma que dicha decisión desconoce su

historial de calificaciones en lista 1 de distinción, con puntajes

sobresalientes, y que no media ni sumario administrativo que haya

concluido con medida expulsiva ni calificación deficiente que permita

poner término a su vínculo. Sostiene que la decisión constituye un

trato arbitrario y vulnera las garantías constitucionales consagradas

en los numerales 2 y 24 del artículo 19 de la Constitución Política de

la República.

Solicita, en definitiva, se deje sin efecto la resolución

impugnada, ordenando a la recurrida renovar íntegramente la

contrata por la anualidad correspondiente al año 2026, y disponer el

pago de las remuneraciones devengadas durante el período en que

hubiere permanecido separado de sus funciones.

Segundo: Que, comparece la abogada María Paz Palacios

Vásquez, en representación del Centro Metropolitano de Atención

Prehospitalaria, informando al tenor del recurso y solicitando su

íntegro rechazo.

Reconoce que el actor prestó servicios a contrata desde 2018,

desempeñándose en el Departamento de Abastecimiento y

cumpliendo funciones como encargado de administración de

contratos,	encargado	de	bodega	y	fiscal	de	sumarios

administrativos. Sin embargo, argumenta que la no renovación se

encuentra debidamente fundada y motivada en razones objetivas

derivadas del deficiente desempeño del recurrente en funciones

relevantes de la institución.

En efecto, señala que se detectaron deficiencias importantes,

entre ellas: inexistencia de una adecuada gestión de contratos;

omisiones en el uso obligatorio del módulo de contratos de Mercado
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Público; ausencia de control sobre la ejecución contractual;

vencimiento de contratos; deficiencias en la trazabilidad de la

Bodega Central; y falencias de planificación que habrían incidido en

el abastecimiento institucional. Añade que en la institución existe

una política interna consistente en elaborar informes de evaluación

para la no renovación de contrata, y que tales informes buscan

objetivar la decisión administrativa, sin reemplazar el proceso

calificatorio ordinario. Sostiene, en consecuencia, que la Resolución

Exenta Nro. 1.186 cumple con el estándar de fundamentación

exigible y que, por ende, el acto no es ilegal ni arbitrario.

Tercero: Que, como se sabe, el recurso de protección de

garantías constitucionales establecido en el artículo 20 de la

Constitución Política de la República constituye jurídicamente una

acción de naturaleza cautelar, destinada a amparar el legítimo

ejercicio de las garantías y derechos preexistentes, que en esa

misma disposición se enumeran, mediante la adopción de medidas

de resguardo que se deben tomar ante un acto arbitrario o ilegal que

impida, amague o moleste ese ejercicio.

Consecuentemente,	es	requisito	indispensable	de

admisibilidad de la acción cautelar de protección la constatación de

la existencia de un acto ilegal, esto es, contrario a la ley, o arbitrario,

producto del mero capricho de quien incurre en él, que provoque

alguna de las situaciones que se han indicado y que afecte,

además, una o más de las garantías constitucionales protegidas por

el citado artículo 20 de la Carta Fundamental.

Cuarto: Que el acto que la parte recurrente califica de ilegal y

arbitrario es la Resolución Exenta Nro. 1.186, de 28 de noviembre

de 2025, dictada por el Director del Centro Metropolitano de
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Atención Prehospitalaria, mediante la cual se comunicó la decisión

de no renovar su designación a contrata para el año 2026 del actor.

Quinto: Que, en el análisis del fondo del asunto, es menester

recordar que la letra c) del artículo 3° y el artículo 10 de la Ley Nro.

18.834, sobre Estatuto Administrativo, establecen que el empleo a

contrata es aquel de carácter transitorio que dura, como máximo,

hasta el 31 de diciembre de cada año, expirando en sus funciones

en esa fecha por el solo ministerio de la ley, salvo que hubiere sido

propuesta su prórroga.

Sin	embargo,	como	bien	señala	el	recurrente,	la

jurisprudencia reiterada de la Corte Suprema y de la Contraloría

General de la República ha asentado el principio de confianza

legítima, determinando que cuando las renovaciones anuales de

una contrata superan los cinco años continuos, se genera en el

funcionario la justa expectativa de continuidad, de tal suerte que

para poner término a dicho vínculo no basta invocar la mera

expiración del plazo legal, sino que resulta imperativo dictar un acto

administrativo	debidamente	fundado	en	razones	objetivas,

suficientemente contrastadas a la luz de los procedimientos que

permiten asentar un desempeño deficiente del funcionario o una

inconducta que justifique la calificación en lista de eliminación del

servidor público o una medida expulsiva en su contra.

En lo que interesa a la presente acción, fuera de los

márgenes de los referidos arreglos disciplinarios, la motivación del

acto es reforzada, precisamente por cuanto debe versar sobre las

circunstancias que determinan una ausencia sobrevenida de

requerimiento de los servicios, viéndose alterada aquella necesidad
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que, conforme la definición del artículo 3°, literal c), de la Ley

N°18.834, justificó la contratación.

Sexto: Que, de los antecedentes acompañados, resulta

pacífico que el recurrente prestó servicios ininterrumpidos desde el 2

de abril de 2018 hasta el 31 de diciembre de 2025, superando la

barrera temporal de los cinco años y encontrándose, por tanto,

amparado por el principio de confianza legítima. La controversia, en

consecuencia, se reduce a determinar si la Resolución Exenta Nro.

1.186 cumple con el deber de motivación objetiva exigido por el

ordenamiento jurídico.

Séptimo: Que conviene asentar las circunstancias siguientes

que se derivan de la apreciación de los antecedentes conforme las

reglas de la sana crítica:

1.- Las labores que realizaba el recurrente siguen siendo

necesarias, pues la recurrida no ha esgrimido como fundamento la

supresión del cargo o un supuesto análogo, sino reparos

concernientes a la forma o vía de ejecución de determinadas

labores, sin que estas funciones hayan sido modificadas.

2.- Las circunstancias imputadas al servidor público que

acciona dicen relación con una supuesta deficiente gestión de

contratos, omisiones en el uso del módulo de contratos de Mercado

Público, ausencia de control sobre la ejecución contractual,

vencimiento de contratos, deficiencias en la trazabilidad de la

bodega y falencias de planificación en el Departamento de

Abastecimiento. Sin embargo, nada se expresa en la Resolución

impugnada con la precisión necesaria acerca del inicio de tales

deficiencias durante los años en que el actor prestó servicios, el

lapso concreto que abarcaron, el modo específico en que le serían
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exclusivamente imputables, la ausencia de controles o supervisión

de las jefaturas respectivas ni la forma en que la afectación atribuida

al recurrente se relaciona con otros dispositivos de fiscalización

interna que no fueron activados. En efecto, la Administración hace

caudal de las labores previstas en abstracto en relación con el

servidor público, debido a su cargo, aduciendo déficits en su

desempeño que no aparecen asentados a través de los

mecanismos ordinarios de evaluación funcionaria contemplados por

el estatuto que rige la relación.

3.- No puede soslayarse, además, que el recurrente registra,

según el certificado acompañado, calificaciones funcionarias

sobresalientes, figurando en lista 1 de distinción con puntaje 70 en

los períodos recientes, de modo que la decisión de no renovación

prescinde de los parámetros objetivos de evaluación que el propio

régimen estatutario contempla y los sustituye por un informe

especial o ad hoc elaborado al margen del procedimiento regular de

calificación.

4.- La propia recurrida describe en su informe el calendario y

estructura del proceso calificatorio regular, distinguiendo informes de

desempeño, precalificación y calificación por la junta respectiva, lo

que evidencia que la Administración conocía el cauce estatutario

idóneo para asentar un eventual desempeño deficiente. No

obstante, optó por fundar la no renovación en un informe técnico

especial emitido por la actual jefatura del departamento, mecanismo

que no puede reemplazar, tratándose de un funcionario amparado

por la confianza legítima, los procedimientos propios de calificación

o de responsabilidad administrativa.
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5.- Finalmente, frente a la gravedad de las imputaciones

formuladas, no aparece que el actor haya contado con una

oportunidad de defensa en sede previa a la adopción de la medida,

condigna de la seriedad de la imputación y el término de un vínculo

estatutario decidido; circunstancia que refuerza el carácter

insuficiente de la fundamentación del acto, especialmente si se

considera que tales reproches contrastan para con una trayectoria

funcionaria extendida, continua y objetivamente bien evaluada.

Octavo: Que, en las condiciones de incertidumbre y ausencia

de todo contradictorio referidas en el basamento precedente, y al no

haberse dispuesto el término de la contrata por alguno de los

medios concernientes a un sumario administrativo que concluya con

medida expulsiva o mediando calificación deficiente que conduzca

al mismo desenlace, atendida la confianza legítima con que contaba

el protegido ____  por más de cinco años

de servicio en la institución en calidad a contrata, el acto impugnado

es ilegal.

En efecto, el acto en análisis carece de la fundamentación

que resulta exigible en los términos descritos en el motivo sexto

precedente, de lo que se colige una infracción a lo previsto en los

artículos 11 y 41 de la Ley Nro. 19.880, que es elocuente debido a

que no hay referencia alguna a la falta de necesidad de los servicios

por causa sobreviniente, que no fue posible prever en la última

renovación. En este contexto, la huida de la administración al

régimen de la mencionada no renovación de contrata, ha tenido

lugar para eludir los referidos institutos disciplinarios, cardinales en

materia de función pública, configurándose, a la par de la ausencia

de motivación, el vicio de desviación de poder.
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Noveno: Que, habiéndose establecido la ilegalidad del acto

impugnado, sólo cabe adicionar que sus efectos han vulnerado la

garantía fundamental de igualdad ante la ley consagrada en el

artículo 19 Nro. 2 de la Constitución Política de la República, por

concurrir una diferencia arbitraria en el tratamiento que debe

prodigarse a todo servidor público en iguales circunstancias, cuyo

establecimiento proscribe la norma antes citada.

Por estas consideraciones, y visto además lo dispuesto en el

artículo 20 de la Constitución Política de la República y en el Auto

Acordado de la Excelentísima Corte Suprema sobre Tramitación y

Fallo del Recurso de Protección, se acoge, sin costas, el recurso de

protección deducido por don _________ en

contra del Centro Metropolitano de Atención Prehospitalaria,

debiendo el recurrente ser reincorporado a sus funciones y

reintegrándosele el total de las remuneraciones devengadas desde

la separación hasta el reintegro efectivo.

Regístrese, comuníquese y archívese en su oportunidad.

N°Protección-27495-2025.
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